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Sr. S. de Vega, Presidente  
 

La Sección Primera del Consejo 
Consultivo de Castilla y León, 
reunida en Zamora el día 15 de 
noviembre de 2023, ha examinado 
el expediente de resolución del 
contrato para la terminación de 
las obras de construcción del 
centro de salud hhhh de xxx1, y a 
la vista del mismo y tal como 
corresponde a sus competencias, 
emite, por unanimidad, el 
siguiente 

Sr. Ramos Antón, Consejero y 
ponente 
Sra. Ares González, Consejera 
Sr. Herrera Campo, Consejero  
 
 
Sr. Píriz Urueña, Secretario 
 
 
 
  
 
 

DICTAMEN 478/2023 
 
I 

ANTECEDENTES DE HECHO 
 

El día 8 de noviembre de 2023 tuvo entrada en este Consejo 
Consultivo la solicitud de dictamen preceptivo sobre el expediente de 
resolución del contrato para la terminación de las obras de construcción del 
centro de salud hhhh de xxx1, suscrito entre la Gerencia Regional de Salud 
de Castilla y León y qqq1, S.L.  
 

Examinada la solicitud y admitida a trámite el 8 de noviembre de 
2023, se procedió a darle entrada en el registro específico de expedientes del 
Consejo con el número de referencia 478/2023, iniciándose el cómputo del 
plazo para la emisión del dictamen, tal y como dispone el artículo 52 del 
Reglamento de Organización y Funcionamiento del Consejo Consultivo de 
Castilla y León, aprobado por Resolución de 5 de febrero de 2014, de la Mesa 
de las Cortes de Castilla y León. Turnado por el Sr. Presidente del Consejo, 
correspondió su ponencia al Consejero Sr. Ramos Antón. 

 
Primero.- El 9 de mayo de 2022 la Gerencia Regional de Salud de 

Castilla y León y qqq1, S.L. suscriben el contrato para la terminación de las 
obras de construcción del centro de salud hhhh en xxx1, por un importe total 
de 5.282.399,04 euros y un plazo de ejecución de 12 meses, computados a 
partir de la fecha del acta de comprobación del replanteo.  
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Segundo.- El 8 de junio de 2022 se aprueba el programa de trabajo 

de las obras presentado por la adjudicataria con el visto bueno de la dirección 
facultativa.  

 
En la misma fecha se suscribe el acta de comprobación de replanteo, en 

la que se determina la viabilidad del proyecto y el director de obra autoriza el 
inicio. Por ello, la fecha prevista de finalización de la obra es el 8 de junio de 
2023. 

 
No obstante, la contratista manifiesta en el acta lo siguiente: “En la 

red de saneamiento enterrado de la planta sótano se ha observado, que ha 
sido objeto de actos de vandalismo, que han ocasionado la quema, rotura 
y/o obstrucción de alguna de las arquetas, así como de la tubería enterrada. 
La estimación inicial de las arquetas afectadas sería entre 50-60 %, no 
pudiéndose determinar visualmente, la afección de la tubería enterrada. Los 
trabajos de comprobación de la red, así como las reparaciones necesarias, no 
vienen contemplados en el proyecto de terminación de las obras”. 

 
Tercero.- Constan, entre otros, los siguientes antecedentes respecto 

al grado de cumplimiento en la ejecución del contrato: 
 

- El informe mensual de la dirección facultativa de 9 de noviembre 
de 2022, correspondiente al mes de octubre de 2022 (página 105 del 
expediente remitido), indica que “la obra ha estado prácticamente parada, sin 
apenas personal y escasos avances”. Señala que la constructora ha informado 
de diversas dificultades derivadas de la compra de ésta por otra empresa 
mayor.  

 
- El informe mensual de la dirección facultativa de 2 de diciembre 

de 2022, correspondiente al mes de noviembre (página 112 del expediente 
remitido), manifiesta que “la obra ha estado parada” y que la adjudicataria 
“continúa sin resolver las dificultades derivadas de su compra por otra empresa 
mayor”. Indica que existe un desfase respecto a la planificación aprobada de 
un 9,98 %. Concluye que no será posible finalizar la obra en el plazo previsto.  

 
- El informe mensual de la dirección facultativa 4 de enero de 

2023, correspondiente al mes de diciembre (página 118 del expediente 
remitido), reitera que la obra continúa parada y que, según el programa de 
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trabajo presentado, resulta un 76,35 % menos de ejecución que lo previsto 
para la anualidad 2022.  

 
- El 7 de febrero de 2023 la contratista solicita la ampliación del 

plazo de ejecución de las obras por “imposibilidad de concluirlas en la fecha 
establecida en contrato por causa no imputables, y en todo caso, ajenas a la 
voluntad de esta empresa contratista, hasta el día 30 de noviembre de 2023, 
sin penalización a esta empresa contratista”. Las causas aducidas por la 
contratista son, esencialmente, “el proceso de transmisión de la totalidad de 
las participaciones sociales del contratista y de todas las empresas que 
conforman el Grupo qqq1 a favor de qqq2, los reajustes efectuados en la 
ejecución de las obras y los retrasos acumulados en la provisión y suministro 
de materiales”. 

 
Adjunta una previsión de las certificaciones de obra hasta 

noviembre de 2023.  
 
- El 1 de marzo de 2023 la dirección facultativa informa, 

respecto de la solicitud de ampliación del plazo de ejecución, que los retrasos 
aducidos derivan, como indica en su escrito la contratista, de cuestiones 
internas de la propia contratista. Concluye que “se estima que será necesaria 
una ampliación de plazo de ejecución de la obra, pero que simultáneamente 
sería conveniente garantizar la existencia de medios para su finalización en el 
plazo solicitado” (página 123 del expediente remitido).  

 
- El 2 de marzo de 2023 el técnico de la Gerencia de Salud de 

Área de xxx2 informa favorablemente la solicitud de ampliación del plazo de 
ejecución de las obras hasta el 30 de noviembre de 2023. 

 
- El 24 de marzo de 2023 la jefe del Servicio de Infraestructuras 

solicita a la contratista información sobre el estado actual de la obra y las 
actuaciones previstas, especialmente en lo referente a la planificación de las 
contrataciones, para recuperar el ritmo de trabajo contemplado en la 
programación correspondiente a la ampliación de plazo solicitada.  

 
- El informe mensual de la dirección facultativa de 13 de abril 

de 2023, correspondiente al mes de marzo, advierte que el jefe de obra ya 
informó que dejaba la empresa y que sólo continúa la jefa de producción, el 
gruista, y puntualmente un peón. Se indica que no se tiene noticia de que se 
estén realizando contrataciones ni preparando trabajos futuros.  
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- El informe mensual de la dirección facultativa de 2 de mayo de 

2023, correspondiente al mes de abril, indica que “La certificación acumulada 
asciende a un PEM de 223.715,06 euros, no se certifican nuevas partidas en 
el mes de abril, por lo que la certificación es de cero euros”. 

 
- El informe mensual de la dirección facultativa de 2 de junio de 

2023, correspondiente a la visita de 12 de abril, indica que “no existen en 
obra acopios para reanudar los trabajos”; que “la empresa constructora no 
ha planteado ninguna duda respecto a las partidas pendientes a ejecutar, 
entendiéndose por parte de la D.F. que no está realizando contrataciones ni 
planificando próximos trabajos”; y que se “ha reiterado que deben 
impermeabilizarse las cubiertas ya que se filtra el agua por los forjados al 
interior del edificio, degradando la obra ejecutada”. 

 
- El 2 de junio de 2023 el técnico de la Gerencia de Salud de 

Área de xxx2 informa que “No se aprecia actividad constructiva en la obra 
desde marzo de 2023, y queda también patente en el informe de la Dirección 
Facultativa que las certificaciones de abril y mayo serán de 0,00 €”. 

 
- El 6 de junio de 2023 el Servicio de Infraestructuras “informa 

desfavorablemente la solicitud de ampliación de plazo, por constatar que la 
ejecución de la obra no sigue el ritmo establecido en la propuesta de plan de 
trabajo presentada con dicha solicitud y se encuentra paralizada su ejecución, 
por tanto no hay posibilidad de recuperación de la ejecución en el plazo de 
meses solicitados en su petición, teniendo un retraso acumulado del 27,95 % 
con respecto a la nueva propuesta, faltando por lo tanto al día de la fecha un 
93,78 % de ejecución de la obra”.  

 
Señala dicho informe que “se constata una demora en el 

cumplimiento de los plazos por parte del contratista en la ejecución de la 
obra, que cumple con los requisitos establecidos en el artículo 211.1.d) de la 
Ley 9/2017, de 8 de noviembre, de Contratos del Sector Público” (LCSP). 

 
- El 8 de junio de 2023 el director general de Calidad e 

Infraestructuras Sanitarias resuelve denegar la solicitud de ampliación del 
plazo de ejecución del contrato suscrito. La resolución denegatoria de la 
ampliación de plazo se le notificó a la contratista el 12 de junio de 2023. 
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Cuarto.- El 7 de junio de 2023 el jefe del Servicio de Infraestructuras 
propone al órgano de contratación que se inicie expediente para la resolución 
del contrato, de conformidad con el artículo 211.1.d) de la LCSP, en relación 
con el artículo 242, y se proceda a la incautación de la garantía definitiva. 

 
Este informe fue objeto de una corrección de errores el 12 de 

septiembre de 2023. 
 
Quinto.- Por resolución de 3 de julio de 2023 el presidente de la 

Gerencia Regional de Salud inicia el expediente para la resolución del contrato, 
por concurrir la causa recogida en el artículo 211.1.d) de LCSP.  

 
El 19 de septiembre de 2023 se notifica la propuesta de resolución a 

la contratista, y el 22 de septiembre de 2023 al avalista. 
 
Sexto.- El 29 de septiembre la contratista formula su oposición a la 

citada propuesta de resolución del contrato.  
 
Manifiesta que el mercado de la construcción se ha visto gravemente 

afectado como consecuencia de la crisis motivada por el COVID-19, la guerra 
de Ucrania y el incremento exponencial e inusual del precio de todas las 
fuentes de energía, materias primas y derivadas lo que ha supuesto un 
encarecimiento desmesurado del precio de la construcción de la obra 
contratada. Concluye solicitando el archivo de este procedimiento y la 
continuidad de la ejecución de la obra, y que se inicie el trámite de revisión 
de precios y ampliación de plazo para la ejecución. Asimismo, solicita con 
carácter subsidiario, y para el caso de que se considere que la única posibilidad 
es la resolución del contrato, que se precise expresamente que dicha 
resolución es consecuencia de una fuerza mayor y no atribuible en ningún 
caso a ella, por lo que se daría por resuelto el contrato con devolución de la 
garantía definitiva.  

 
Séptimo.- El 6 de octubre de 2023 el Servicio de Infraestructuras 

informa respecto de las alegaciones realizadas que, si bien es cierto que 
circunstancias sobrevenidas han originado grandes dificultades de suministro 
de materiales, con ese motivo y con la finalidad de paliar la subida de precios 
de materias primas se han ido adoptando diversas medidas para paliar los 
problemas surgidos. Entre ellas, está la posibilidad de revisar de forma 
excepcional los precios de los contratos en el sector público. Sin embargo, 
señala que en este momento procedimental no procede acordar la revisión 
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de precios ni la continuidad de la ejecución de una obra porque su plazo de 
ejecución ya ha finalizado. 

 
Señala que, en todo caso, no se dan los requisitos establecidos en el 

artículo 239.2 de la LCSP para calificar los hechos como fuerza mayor y que 
la concurrencia de las referidas circunstancias imprevisibles no impide que se 
haya producido un incumplimiento del contrato por causas imputables a la 
contratista. 

 
Octavo.- El 11 de octubre de 2023 el director general de Calidad e 

Infraestructuras Sanitarias propone resolver el contrato. 
 
Noveno.- El 20 de octubre de 2023 la Asesoría Jurídica de la 

Consejería de Sanidad solicita en su informe la corrección de algunos errores 
de la propuesta remitida. 

 
Décimo.- El 23 de octubre de 2023 el director general de Calidad e 

Infraestructuras Sanitarias realiza una nueva propuesta. 
 
Undécimo.- Mediante Acuerdo de la Junta de Castilla y León de 26 

octubre de 2023 se autoriza la resolución del contrato. 
 
Duodécimo.- El 2 de noviembre de 2023 el director general de 

Calidad e Infraestructuras Sanitarias formula propuesta de resolución en la 
que propone: 

 
“1ª.- Resolver el contrato para la terminación de las obras de 

construcción del Centro de Salud ‘hhhh, en xxx1, por concurrir la causa 
recogida en el artículo 211.1.d) de LCSP: la demora en el cumplimiento de los 
plazos por parte del contratista.  

 
»2º Acordar la incautación de la garantía prestada por el 

contratista, cuyo importe asciende a 218.280,95 €.  
 
»3ª Acordar que, una vez resuelto el contrato, se realicen las 

actuaciones del artículo 246.1 de la Ley 9/2017, de 8 de noviembre, de 
Contratos del Sector Público, de comprobación, medición y liquidación de las 
obras realizadas conforme al proyecto, y una vez ejecutadas las actuaciones 
puestas de manifiesto, en expediente separado se proceda, en su caso, al 
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reconocimiento del importe concreto de indemnización que deberá soportar 
la empresa”. 

 
 
En tal estado de tramitación, se dispuso la remisión del expediente al 

Consejo Consultivo de Castilla y León para que emitiera dictamen. 
 
 

II 
CONSIDERACIONES JURÍDICAS 

 
1ª.- El Consejo Consultivo de Castilla y León dictamina en el presente 

expediente, con carácter preceptivo, de conformidad con lo previsto en el 
artículo 4.1.i),3º de la Ley 1/2002, de 9 de abril, reguladora del Consejo 
Consultivo de Castilla y León, correspondiendo a la Sección Primera emitir el 
dictamen según lo establecido en el apartado tercero, 1.e), del Acuerdo de 6 
de marzo de 2014, del Pleno del Consejo Consultivo de Castilla y León, por el 
que se determina la composición y competencias de las Secciones. 

 
2ª.- El procedimiento de resolución contractual se regula en el artículo 

191 de la LCSP, que establece como trámites preceptivos la audiencia al 
contratista y, cuando se formule oposición por parte de este, el dictamen del 
Consejo de Estado u órgano consultivo equivalente de la Comunidad 
Autónoma respectiva. En el mismo sentido se pronuncia el artículo 195.1 de 
la LCSP, para el supuesto específico de “Resolución por demora y ampliación 
del plazo de ejecución de los contratos”. Por su parte, el artículo 109.1.b) del 
Reglamento General de la Ley de Contratos de las Administraciones Públicas, 
aprobado por el Real Decreto 1098/2001, de 12 de octubre (RGLCAP), impone 
la audiencia al avalista o asegurador cuando se propone la incautación de la 
garantía. 

 
Estos trámites se han cumplimentado en el presente procedimiento. 

En particular, la oposición de la contratista se formula en el escrito presentado 
el 29 de septiembre de 2023. 
 

La competencia para acordar la resolución del contrato y determinar 
sus efectos corresponde al órgano de contratación, conforme a los artículos 
190 y 212 de la LCSP y 109 del RGLCAP. En el presente caso, al presidente de 
la Gerencia Regional de Salud, en virtud de lo dispuesto en el artículo 31.2.d) 
de la Ley 8/2010, de 30 de agosto, de Ordenación del Sistema de Salud de 
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Castilla y León, y de acuerdo con lo establecido en el artículo 1 del Decreto 
19/2018, de 21 de junio, de desconcentración de competencias en materia 
de contratación y gestión económica en el ámbito de la Gerencia Regional de 
Salud. 

 
3ª.- El expediente sometido a consulta versa sobre la resolución del 

contrato la terminación de las obras del centro de salud hhhh de xxx1, 
suscrito entre la Gerencia Regional de Salud de Castilla y León y qqqq, S.L.  

 
El debate de fondo se centra en el análisis de la concurrencia de la 

causa de resolución del contrato prevista en el artículo 211.1.d) de la LCSP, 
esto es, “La demora en el cumplimiento de los plazos por parte del contratista”.  
 

El mismo precepto considera también como causa de resolución, “En 
todo caso, el retraso injustificado sobre el plan de trabajos establecido en el 
pliego o en el contrato, en cualquier actividad, por un plazo superior a un tercio 
del plazo de duración inicial del contrato, incluidas las posibles prórrogas”. 

 
Al respecto, la cláusula 7.2 del pliego de cláusulas administrativas 

particulares que rige el contrato establece que “El contrato podrá extinguirse 
por cualquiera de las causas de resolución enunciadas en el artículo 211 
LCSP, o por las causas específicas establecidas en su artículo 245 LCSP”. 

 
El artículo 238.1 de la LCSP establece que “Las obras se ejecutarán 

con estricta sujeción a las estipulaciones contenidas en el pliego de cláusulas 
administrativas particulares y al proyecto que sirve de base al contrato”. 

 
En relación con este precepto debe traerse a colación el artículo 193.1 

de la LCSP, que dispone que “El contratista está obligado a cumplir el contrato 
dentro del plazo total fijado para la realización del mismo, así como de los 
plazos parciales señalados para su ejecución sucesiva”. 

 
Según reiterada jurisprudencia “el contrato de obras es típicamente un 

contrato de resultado. De ahí que tanto la Ley como el Reglamento, al 
desarrollar la ejecución de este contrato, hagan hincapié en los preceptos 
mencionados para resaltar la obligación del contratista de cumplir tanto los 
plazos parciales fijados para la ejecución sucesiva, como el general o final para 
su total realización. Item más, para la constitución en mora del contratista no 
se requiere interpelación o intimación previa por parte de la Administración; 
hasta tal punto que una racional presunción de incumplimiento del plazo final, 
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deducido de la conducta del contratista en el desarrollo de la obra permite a 
la Administración optar por la resolución del contrato” (entre otras, SSTS de 
20 de marzo de 1989, 14 de julio de 1986, y 12 de marzo de 1992). 

 
Como resulta del expediente, de acuerdo con los informes técnicos 

incorporados al mismo, el contrato contempla un plazo de ejecución de 12 
meses, a contar desde el día siguiente a la comprobación del replanteo, que 
se realizó el 8 de junio de 2022; es decir, el plazo de ejecución finalizaba el 8 
de junio de 2023. Sin embargo, la dirección facultativa informa que el 7 de 
junio de 2023 faltaba de ejecutar un 93,78 % de la totalidad de la obra, esto 
es, a la fecha de finalización del contrato se habría ejecutado únicamente el 
6,22 % de este. 

 
Este Consejo no puede sino coincidir con la propuesta de resolución 

en la concurrencia de la causa de resolución contractual, sin que las 
alegaciones de la contratista desvirtúen esta conclusión. 

 
La contratista alega que era imprevisible que se produjera tal aumento 

de los precios de materiales críticos, los problemas de distribución o la subida 
de los carburantes, por lo que, a su juicio, debe resolverse el contrato por causa 
de fuerza mayor no imputable a las partes, con la devolución de la garantía al 
contratista. En caso contrario, solicita que se acceda a la revisión excepcional 
de precios para poder reanudar debidamente la ejecución de la obra.  

 
No obstante, como se indicó oportunamente por la Administración, no 

se dan en este caso ninguno de los supuestos constitutivos de fuerza mayor 
previstos en el artículo 239.2 de la LCSP (incendios causados por la 
electricidad atmosférica, fenómenos naturales de efectos catastróficos, como 
maremotos, terremotos, erupciones volcánicas, movimientos del terreno, 
temporales marítimos, inundaciones u otros semejantes, así como los 
destrozos ocasionados violentamente en tiempo de guerra, robos tumultuosos 
o alteraciones graves del orden público-.  

 
En cuanto a la solicitud del reconocimiento del derecho a la revisión 

excepcional de precios, al tenor del artículo 9 del Real Decreto-ley 3/2022, de 
1 de marzo, de medidas para la mejora de la sostenibilidad del transporte de 
mercancías por carretera y del funcionamiento de la cadena logística, y por el 
que se transpone la Directiva (UE) 2020/1057, de 15 de julio de 2020, por la 
que se fijan normas específicas con respecto a la Directiva 96/71/CE y la 
Directiva 2014/67/UE para el desplazamiento de los conductores en el sector 
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del transporte por carretera, y de medidas excepcionales en materia de revisión 
de precios en los contratos públicos de obras, si se diesen las circunstancias 
previstas para su reconocimiento, debería haberse solicitado durante la 
vigencia del contrato y, en todo caso, antes de la aprobación, por el órgano 
de contratación de la certificación final de obras. Por otro lado, no es posible 
reanudar la ejecución de la obra puesto que su plazo de ejecución ya ha 
finalizado. 

 
A juicio de este Consejo Consultivo, la correlación de hechos relatados 

en el antecedente de hecho tercero pone de manifiesto la demora en el 
cumplimiento de los plazos por parte de la contratista, a la que hace referencia 
el artículo 211.1.d) de la LCSP.  

 
Por ello, el injustificado retraso, al no apreciarse la existencia de 

motivos técnicos, es atribuible a la voluntad de la empresa, lo que se deriva 
de la evidencia de que la obra estuvo abandonada, sin que se haya podido 
tramitar una revisión de precios o una ampliación de plazo, por causa 
atribuible a la contratista. 

 
Por todo lo expuesto, la entidad de la demora acumulada en la ejecución 

de esta obra conlleva, de conformidad con el artículo 211.1.d) de la LCSP, 
que exista causa de resolución del contrato por el retraso injustificado sobre el 
plan de trabajos establecido en el contrato, por un plazo superior a un tercio 
del plazo de duración inicial del contrato, incluidas las posibles prórrogas. 

 
4ª.- Al apreciar que la resolución contractual encuentra su fundamento 

en los artículos 242.2 y 211.1.d) de la LCSP, han de analizarse los efectos de 
la resolución. 

 
Los efectos de la causa de resolución del contrato prevista en el artículo 

242.2 de la LCSP vienen determinados en su artículo 246.1, al establecer que 
“La resolución del contrato dará lugar a la comprobación, medición y 
liquidación de las obras realizadas con arreglo al proyecto, fijando los saldos 
pertinentes a favor o en contra del contratista”. Por ello, deben liquidarse las 
obras ya realizadas, y, en su caso, fijar la indemnización que proceda por los 
daños y perjuicios que se hayan ocasionado por el incumplimiento contractual 
de la contratista. 
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III 
CONCLUSIONES 

 
En mérito a lo expuesto, el Consejo Consultivo de Castilla y León 

informa: 
 
Procede resolver el contrato para la terminación de las obras de 

construcción del Centro de Salud hhhh de xxx1, suscrito entre la Gerencia 
Regional de Salud de Castilla y León y qqq1, S.L. 

 
 
No obstante, V.E. resolverá lo que estime más acertado. 
 

 


